
Constancia Secretarial. A despacho del señor juez el presente proceso, para resolver   petición de apoderado  

de la parte demandante  en la cual solicita a librar  mandamiento de pago por vía ejecutiva   a favor del municipio 
de Cartago (fls. 257-258).  Sírvase proveer. 
  
Cartago – Valle del Cauca, agosto diez (10) de dos mil dieciséis (2016).  

 
 

NATALIA GIRALDO MORA  

Secretaria 
_________________________________ 

    

 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 
 

 
Auto interlocutorio No. 475 
 
 
PROCESO   76-147-33-33-001-2012-00294-00 
ACCIÓN:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: ACENETH GIRALDO   ARISTIZABAL 
DEMANDADO:              MUNICIPIO DE CARTAGO   

 
 

Cartago – Valle del Cauca, agosto once (11) de dos mil dieciséis (2016).  
 

 

Resuelve el despacho respecto de la procedencia del trámite ejecutivo promovido por la 

parte accionada, el Municipio de Cartago, tanto como de librar el mandamiento de pago 

deprecado respecto de las costas reconocidas en su favor y a cargo de la parte actora, 

conforme al trámite invocado de la concurrente normativa del artículo 306 del Código 

General del Proceso. 

 

Los presupuestos de hecho ahí enunciados, son en efecto cumplidos en el sub judice por 

cuanto la condena en costas procede de las providencias de la sentencia de instancia 

proferida el 21 de mayo de 2014 (fl. 187 a193) que las dejó cargo de la parte actora y a favor 

de la accionada, así como de la de segunda instancia emanada del H. Tribunal Contencioso 

Administrativo del Valle del Cauca, según sentencia del 14 de junio de 2016 (fls. 234 a 242), 

que confirmó la del juzgado y condenó a la misma parte actora al pago de las costas 

correspondientes al trámite de la alzada, liquidadas conjuntamente conforme las 

disposiciones del artículo 366 del CGP, finalmente aprobadas por auto del 29 de julio de 

2016, provisto por este juzgado (fl. 255).      

 

Para el despacho, el objeto del procedimiento encaminado a la verificación del derecho 

sustancial, aunado a los principios de economía y eficacia invocados conforme al artículo 11 

del CGP, salva en el presente caso la discusión acerca de la competencia de esta 

jurisdicción administrativa para conocer de las acciones ejecutivas que sean promovidas a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fuera proferida la sentencia cuyo 

cumplimiento se pretenda, lo cual resulta de la mayor consistencia en este caso donde la 

obligación no fue impuesta a cargo de una entidad de derecho público, sino por el contrario, 



a su favor, y entonces, tal como es el caso del municipio ejecutante, se halla investido de la 

facultad para promover ante la jurisdicción la cobranza, según los previsivos del artículo 98 

del CPACA en concordancia con la normativa que atribuye la competencia a la jurisdicción 

contencioso-administrativa para adelantar las ejecuciones de las condenas impuestas por 

providencias emanadas de ésta, de conformidad con los artículos 104 numeral 6 en 

concordancia con el artículo 156 numeral 9 del mismo código, teniendo en cuenta por lo 

demás, que la condena en costas y la aprobación de su valoración se encuentra en firme, y 

que claro está, la accionada ACENETH GIRALDO ARISTIZABAL, persona natural, no cuenta 

ni con los plazos ni las prerrogativas para proveer a su pago contempladas en favor de las 

entidades de derecho público, según la reglamentación de los artículos 192 y 195 del 

CPACA.     

 

Como quiera que la obligación traída a recaudo emana de una sentencia producida por esta 

jurisdicción, la cual se encuentra en firme y se soporta para efectos de su ejecución en título 

integrado por la sentencia de primera instancia N° 161 del 21 de mayo del 2014 proferida por 

este despacho (fls. 187-193);  la confirmatoria de segunda instancia, fechada el 14 de junio 

de 2016, proferida por el H. Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, (fls. 234-242); el 

auto de obedecimiento del 11 de julio de 2016 (fl. 252), la liquidación de costas  (fl. 254) y el 

auto del 29 julio de 2016 que las aprobó (fl. 255), así como las constancias de ejecutoria de 

las mismas, se procura la ejecución a través de título que presta tal merito ante esta 

jurisdicción, según las disposiciones del numeral 2 del artículo 99 del CPACA por estar el 

mismo debidamente integrado conforme las previsiones del artículo 422 del CGP.    

 

En atención a esta consideraciones se librará el correspondiente mandamiento de pago a 

favor del Municipio de Cartago y en contra de la señora ACENETH GIRALDO ARISTIZABAL, 

en los términos del escrito petitorio que el despacho considera pertinentes, providencia que 

será notificada por estado en aplicación art 306 CGP, observado que esta ejecución fue 

promovida con anterioridad al vencimiento de treinta (30) días contados a partir de la 

ejecutoria del auto aprobatorio de la liquidación de costas.  

 
Por lo expuesto, se  
 

RESUELVE 

 
 

1. LIBRAR mandamiento de pago en contra de la ACENETH GIRALDO ARISTIZABAL, 

identificada con cedula de ciudadanía N°31.402.504 de Cartago, y a favor del  Municipio 

de Cartago por los siguientes valores; i) por el capital consistente en el valor de las 

costas reconocidas, equivalente a la suma de SEISCIENTOS SEIS MIL  OCHOCIENTOS 

CINCUENTA  Y CINCO PESOS CON  VEINTICINCO  CENTAVOS ($ 606.855,25), ii) por 

los intereses legales causados desde cuando la obligación se hizo exigible hasta cuando 

se acredite el pago de la misma. 

 



2. ADVERTIR a la señora ACENETH GIRALDO ARISTIZABAL que dispone de cinco (5) 

días hábiles para cancelar la anterior suma de dinero y/o diez (10) días hábiles para 

proponer excepciones, los cuales se contarán a partir del día siguiente a la notificación 

del presente mandamiento ejecutivo. 

 
3. El presente mandamiento de pago será notificado en estrados de conformidad con el 

artículo art 306 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 
 
4. Notifíquese por estado al Municipio de Cartago y envíese mensaje de datos a la dirección 

electrónica suministrada, de conformidad con lo establecido en el artículo 201 del 

CPACA.   

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

El Juez,  

 

 

 

 

 

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  

 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior providencia 

se notifica a la(s) parte(s) por anotación en el Estado 

Electrónico No. 131 

Se envió mensaje de datos a quienes suministraron su 

dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 12/08/2016 

 

 

NATALIA GIRALDO MORA  
Secretaria 



CONSTANCIA SECRETARIAL: En la fecha, paso a despacho el presente expediente para efectos de la citación 

a la audiencia inicial. De otro lado, se corrió traslado de excepciones por error involuntario, dado que no habían 
sido propuestas por el demandado (fl. 337) y la parte demandante se pronunció (fls.339-341). Sírvase proveer. 
 
Cartago - Valle del Cauca, agosto once (11) de dos mil dieciséis (2016).    
 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria 

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 
 

 
Cartago - Valle del Cauca, agosto once (11) de dos mil dieciséis (2016)    

Auto de sustanciación No. 890  

 
RADICADO No.         76-147-33-33-001-2015-00041-00 
DEMANDANTE         SORELLY ANDREA MEJÍA ARENAS  
DEMANDADO  HOSPITAL SANTA LUCÍA E.S.E. DE EL DOVIO – VALLE DEL 

CAUCA 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 
                                              LABORAL  
 
 
Teniendo en cuenta la constancia secretarial que antecede se encuentra que aunque en el 

expediente obra escrito de contestación a la demanda allegado oportunamente, suscrito por 

un profesional del derecho en ejercicio, (fls. 145-191), no se acompaña el poder especial 

conferido al efecto a dicho togado para representar a la entidad demandada, por lo que se 

procederá a incorporar el escrito sin consideración procesal al expediente. De esta suerte, no 

hay lugar al reconocimiento de la personería para actuar respecto del profesional que 

contestó la demanda, al igual que debe entenderse sin efecto la operación de traslado de las 

“excepciones” (fl. 337) y las actuaciones consiguientes.    

 
En consecuencia, se 
 

RESUELVE 

 
1 - Incorporar al expediente, sin consideración procesal, por las razones anteriormente 

expuestas, el escrito de contestación de la demanda visible a folios 145 a 191 del 

expediente. 

 
2 - Fijar como fecha y hora para la realización de la audiencia inicial dentro del presente 

proceso, el jueves 3 de noviembre de 2016 a las 10 A.M. 

 
3 - Reconocer personería a los abogados Jhoni Arley Ortega Quiceno y Mauricio Vanegas 

Quintero, identificados con las cédulas de ciudadanía Nos. 1.107.043.321 y 16.803.709 y 

T.P. Nos. 225.281 y 216.050 del C. S. de la J., como apoderados principal y sustituto de la 

parte demandante, respectivamente, en los términos y con las facultades conferidas en el 

poder (fl. 342). 



 
4 – No reconocer personería para actuar a la señora Jaqueline Ordoñez Camelo, identificada 

con la cédula de ciudadanía No. 66.684.167 expedida en Zarzal – Valle del Cauca y L.T. 

4744 del C.S. de la J., dado que posee una licencia temporal, y está no la facultada para 

asuntos como el presente.  

 
5 – Notifíquese por estado la presente decisión.  

 
6 – Advertir a los apoderados que su asistencia es obligatoria, so pena de las sanciones 

respectivas.  

 
7 – Advertir a las partes e intervinientes que la inasistencia de quienes deban concurrir no 

impedirá la realización de la audiencia.  

 
8 - Advertir a las partes e intervinientes que de conformidad con el último inciso del artículo 

179 del CPACA, si se trata de un asunto de pleno derecho o no fuere necesario practicar 

pruebas, el juez prescindirá de la segunda etapa y procederá a dictar sentencia dentro de la 

audiencia inicial, dando previamente a las partes la posibilidad de presentar alegatos de 

conclusión. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 

 

 

 

 

 JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL 

Cartago – Valle del Cauca 

El suscrito Secretario certifica que la anterior 

providencia se notifica a la(s) parte(s) por anotación en 

el Estado Electrónico No. 131 

Se envió mensaje de datos a quienes suministraron su 

dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 12/08/2016 

 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria 



CONSTANCIA SECRETARIAL: En la fecha, paso a despacho el presente expediente para efectos de 
la citación a la audiencia inicial. El término de fijación en lista para el traslado de las excepciones 
propuestas por el demandado, corrieron los días 19, 20 y 23 de mayo de 2016. En silencio. Así 
mismo, obra contestación por parte de la Fiduciaria La Previsora S.A. (fls. 66-101). Sírvase proveer.  
 
Cartago - Valle del Cauca, agosto once (11) de dos mil dieciséis (2016).    
  

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria 

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 

 

 
Cartago - Valle del Cauca, agosto once (11) de dos mil dieciséis (2016)    

 
Auto de sustanciación No. 882 

    
RADICADO No.         76-147-33-33-001-2015-00528-00 
DEMANDANTE         GLORIA CONSUELO TORRES DE CARMONA          
DEMANDADO  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LABORAL 
  
  
Teniendo en cuenta la constancia secretarial que antecede y como quiera que la Nación – 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

contestó la demanda dentro de término (fl. 102), se procederá a incorporar dicho escrito al 

expediente, fijar fecha y hora para audiencia inicial y a reconocer la personería a los 

apoderados debidamente acreditados.    

 
Como quiera que a la actuación se ha acompañado escrito de contestación por parte de la 

sociedad Fiduciaria La Previsora S.A. (fls. 66-101), dicha actuación amerita señalar por parte  

del juzgado que no considera esta instancia necesaria la vinculación como parte pasiva de 

dicha entidad, y que su comparecencia resulta ajena al trámite de este juicio, por cuanto de 

un lado, la demanda no se halla dirigida en su contra, ni con el auto admisorio se dispuso la 

integración del litis consorcio con su vinculación, lo cual encuentra fundamento en la 

reiterada jurisprudencia del H. Consejo de Estado, conforme la cual se ha establecido que el 

ente llamado a responder frente a este tipo de acciones, lo es de manera exclusiva el 

referido fondo. Sobre el particular ha manifestado;  

 
“Así las cosas, debe decirse que de conformidad con las normas transcritas 
las resoluciones por las cuales se dispone el reconocimiento y pago de 
prestaciones económicas a favor de los afiliados del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio son actos en los que interviene, en 
estricto sentido, tanto la Secretaría de Educación del ente territorial, en el 
cual presta sus servicios el docente peticionario, a través de la elaboración 
del proyecto de resolución de reconocimiento prestacional, como la 
Fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, a quien le corresponde aprobar o 
improbar el proyecto de resolución, de acuerdo con la documentación que 



para tal efecto le haya sido enviada, entre la cual se destaca, la certificación 
de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional del docente 
interesado, según la normatividad vigente. 
 
No obstante lo anterior, y aún cuando la fiduciaria encargada de administrar 
los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
tiene la función de aprobar o improbar los proyectos de resolución de 
reconocimiento prestacional de los docentes, cabe advertir que es a éste 
último a quien a través de la Secretaría de Educación del ente territorial 
correspondiente, le está dada la función de expedir el acto administrativo por 
el cual se dispone el pago de la prestación deprecada por el docente 
peticionario, en virtud de lo dispuesto en los artículos 5 a 8 del Decreto 1775 
de 1990 y 5 del Decreto 2831 de 2005. 
 
La Sala no pasa por alto que la intención del legislador al expedir la Ley 962 
de 2005 fue la de simplificar una serie de trámites que los particulares 
adelantaban ante la administración, entre ellos las solicitudes de los 
docentes oficiales tendientes a obtener el reconocimiento de una prestación 
pensional, dada la evidente complejidad que ello entrañaba. Sin embargo, 
contrario a lo afirmado por la parte demandante, ello en ningún momento 
supuso despojar al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
de la competencia para reconocer y pagar las prestaciones sociales de los 
docentes oficiales, como se observa en el artículo 56 el cual, no hace otra 
cosa que reafirmar dicha competencia en cabeza del referido Fondo, al 
señalar en su tenor literal que “Las prestaciones sociales que pagará el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas 
por el citado Fondo1”. 
 

Siendo este juzgado consistente con la posición trasliterada del órgano de cierre de 

esta jurisdicción, no puede entonces confundirse la representación que respecto de 

los fondos o patrimonios autónomos carentes de personería se ejerza a través del 

correspondiente órgano dotado al que sirven, con la representación de la entidad 

encargada de su administración financiera, paralelo que a las claras advierte que 

tanto la comparecencia a juicio como la eventual carga patrimonial de las 

condenaciones le asisten al Fo0ndo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, sin que para efectos judiciales se haga menester que comparezca o se 

vincule a la entidad administradora de sus recursos.      

 
 

 
En consecuencia, se 
 

RESUELVE 

 
1 - Incorporar al expediente el escrito de contestación de la demanda presentado 

oportunamente por la demandada Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (fls. 54-65). 

 
2 - Fijar como fecha y hora para la realización de la audiencia inicial dentro del presente 

proceso, el martes 1º de noviembre de 2016 a las 2 P.M. 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION SEGUNDA, 
SUBSECCION “B”, Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, Bogotá D.C., catorce (14) de febrero 
de dos mil trece (2013), Radicación número: 25000-23-25-000-2010-01073-01(1048-12), Actor: LUZ NIDIA 
OLARTE MATEUS, Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 



 
3 - Reconocer personería a los abogados Álvaro Enrique Del Valle Amarís y Carolina Muñoz 

Botero, identificados con las cédulas de ciudadanía Nos. 80.242.748 y 1.112.771.387 y T.P. 

Nos. 148.968 y 243.037 del C. S. de la J., como apoderados principal y sustituto de la 

demandada Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, en los términos y con las facultades conferidas en los poderes (fls. 

54-55). 

  
4 – Abstenerse de dar valor procesal al escrito de contestación presentado por la Fiduciaria 

La Previsora S.A., visible a folio 66 a 101 del expediente.  

 
5 – Notifíquese por estado la presente decisión.  

 
6 – Advertir a los apoderados que su asistencia es obligatoria, so pena de las sanciones 

respectivas.  

 
7 – Advertir a las partes e intervinientes que la inasistencia de quienes deban concurrir no 

impedirá la realización de la audiencia.  

 
8 - Advertir a las partes e intervinientes que de conformidad con el último inciso del artículo 

179 del CPACA, si se trata de un asunto de pleno derecho o no fuere necesario practicar 

pruebas, el juez prescindirá de la segunda etapa y procederá a dictar sentencia dentro de la 

audiencia inicial, dando previamente a las partes la posibilidad de presentar alegatos de 

conclusión. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

   

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 

 

 

 



CONSTANCIA SECRETARIAL: En la fecha, paso a despacho el presente expediente para efectos de 
la citación a la audiencia inicial. El término de fijación en lista para el traslado de las excepciones 
propuestas por los demandados, corrieron los días 6, 10 y 11 de mayo de 2016 (Inhábiles 7 y 8 de 
mayo de 2016). En silencio. Así mismo, obra contestación por parte de la Fiduciaria La Previsora S.A. 
(fls. 74-99). Sírvase proveer.  
 
Cartago - Valle del Cauca, agosto once (11) de dos mil dieciséis (2016).    
  

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria 

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 

 

 
Cartago - Valle del Cauca, agosto once (11) de dos mil dieciséis (2016)    

 
Auto de sustanciación No. 889 

    
RADICADO No.         76-147-33-33-001-2015-00793-00 
DEMANDANTE         MARÍA DOLLY RODRÍGUEZ JARAMILLO          
DEMANDADO  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y 
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LABORAL 
  
  
Teniendo en cuenta la constancia secretarial que antecede y como quiera que los 

demandados Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio y Departamento del Valle del Cauca, contestaron la demanda dentro 

de término (fl. 110), se procederá a incorporar los escritos que las contienen al expediente, 

fijar fecha y hora para audiencia inicial y reconocer personería a los apoderados 

debidamente acreditados.    

 
Ahora, observa el despacho que obra contestación a la demanda por parte de la Fiduciaria 

La Previsora S.A. (fls. 74-99). Frente a lo anterior, el despacho debe indicar que por ahora y 

con lo conocido hasta este momento, no considera esta instancia necesaria la vinculación 

como parte pasiva de la Fiduciaria La Previsora S.A, por cuanto de un lado, no fue vinculada, 

y de otro el auto admisorio de la demanda no ordeno su notificación (fl. 25), además, en este 

tipo de demandas la jurisprudencia del Consejo de Estado ha determinado que el llamado a 

responder es de manera exclusiva es el referido fondo. Sobre lo expuesto, dijo:  

 
“Así las cosas, debe decirse que de conformidad con las normas transcritas 
las resoluciones por las cuales se dispone el reconocimiento y pago de 
prestaciones económicas a favor de los afiliados del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio son actos en los que interviene, en 
estricto sentido, tanto la Secretaría de Educación del ente territorial, en el 
cual presta sus servicios el docente peticionario, a través de la elaboración 
del proyecto de resolución de reconocimiento prestacional, como la 
Fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, a quien le corresponde aprobar o 
improbar el proyecto de resolución, de acuerdo con la documentación que 



para tal efecto le haya sido enviada, entre la cual se destaca, la certificación 
de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional del docente 
interesado, según la normatividad vigente. 
 
No obstante lo anterior, y aún cuando la fiduciaria encargada de administrar 
los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
tiene la función de aprobar o improbar los proyectos de resolución de 
reconocimiento prestacional de los docentes, cabe advertir que es a éste 
último a quien a través de la Secretaría de Educación del ente territorial 
correspondiente, le está dada la función de expedir el acto administrativo por 
el cual se dispone el pago de la prestación deprecada por el docente 
peticionario, en virtud de lo dispuesto en los artículos 5 a 8 del Decreto 1775 
de 1990 y 5 del Decreto 2831 de 2005. 
 
La Sala no pasa por alto que la intención del legislador al expedir la Ley 962 
de 2005 fue la de simplificar una serie de trámites que los particulares 
adelantaban ante la administración, entre ellos las solicitudes de los 
docentes oficiales tendientes a obtener el reconocimiento de una prestación 
pensional, dada la evidente complejidad que ello entrañaba. Sin embargo, 
contrario a lo afirmado por la parte demandante, ello en ningún momento 
supuso despojar al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
de la competencia para reconocer y pagar las prestaciones sociales de los 
docentes oficiales, como se observa en el artículo 56 el cual, no hace otra 
cosa que reafirmar dicha competencia en cabeza del referido Fondo, al 
señalar en su tenor literal que “Las prestaciones sociales que pagará el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas 
por el citado Fondo2”. 

 
 
Siendo este juzgado consistente con la posición trasliterada del órgano de cierre de 

esta jurisdicción, no puede entonces confundirse la representación que respecto de 

los fondos o patrimonios autónomos carentes de personería se ejerza a través del 

correspondiente órgano dotado al que sirven, con la representación de la entidad 

encargada de su administración financiera, paralelo que a las claras advierte que 

tanto la comparecencia a juicio como la eventual carga patrimonial de las 

condenaciones le asisten al Fo0ndo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, sin que para efectos judiciales se haga menester que comparezca o se 

vincule a la entidad administradora de sus recursos.      

 
En consecuencia, se 
 

RESUELVE 

 
1 - Incorporar al expediente los escritos de contestación de la demanda presentados 

oportunamente por los demandados Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (fls. 61-73) y Departamento del Valle del 

Cauca (fls. 38-60). 

 
2 - Fijar como fecha y hora para la realización de la audiencia inicial dentro del presente 

proceso, el jueves 3 de noviembre de 2016 a las 9 A.M. 

                                                 
2 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION SEGUNDA, 
SUBSECCION “B”, Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, Bogotá D.C., catorce (14) de febrero 
de dos mil trece (2013), Radicación número: 25000-23-25-000-2010-01073-01(1048-12), Actor: LUZ NIDIA 
OLARTE MATEUS, Demandado: FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 



 
3 - Reconocer personería a los abogados Álvaro Enrique Del Valle Amarís y Carolina Muñoz 

Botero, identificados con las cédulas de ciudadanía Nos. 80.242.748 y 1.112.771.387 y T.P. 

Nos. 148.968 y 243.037 del C. S. de la J., como apoderados principal y sustituto de la 

demandada Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, en los términos y con las facultades conferidas en los poderes (fls. 

54-55). 

  

4 – Abstenerse de dar valor procesal al escrito de contestación presentado por la Fiduciaria 

La Previsora S.A., visible a folio 66 a 101 del expediente.  

 
5 – Notifíquese por estado la presente decisión.  

 
6 – Advertir a los apoderados que su asistencia es obligatoria, so pena de las sanciones 

respectivas.  

 
7 – Advertir a las partes e intervinientes que la inasistencia de quienes deban concurrir no 

impedirá la realización de la audiencia.  

 
8 - Advertir a las partes e intervinientes que de conformidad con el último inciso del artículo 

179 del CPACA, si se trata de un asunto de pleno derecho o no fuere necesario practicar 

pruebas, el juez prescindirá de la segunda etapa y procederá a dictar sentencia dentro de la 

audiencia inicial, dando previamente a las partes la posibilidad de presentar alegatos de 

conclusión. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

   

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 

 

 

 

 

 


